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             Debido proceso e igualdad 
ASUNTO
Asume la Sala el estudio de la acción de tutela que promueve el ciudadano Cristian García Carvajal contra el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, para deprecar el amparo de sus derechos fundamentales presuntamente vulnerados por el despacho accionado.
ANTECEDENTES

La petición de amparo
Señaló en su libelo que el despacho judicial referido le vulneró sus derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad en tanto no le concedió el recurso de apelación contra la sentencia que lo condenó a la pena corporal de 5 años, 3 meses y 18 días de prisión como autor responsable de la conducta punible de fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo de las fuerzas armadas, proferida el 16 de febrero del año que transcurre.

Relata que fue capturado y enjuiciado junto con el señor Jader Yamid Velásquez Montes y que se les condenó por los mismos hechos pero que a diferencia de él, a éste último no se le aplicó la circunstancia de agravación punitiva del delito imputado por el ente fiscal.

Con base en lo anterior, afirma que se le violó su derecho a la igualdad, además menciona que no tuvo una adecuada defensa técnica porque en su sentir, el togado que lo representó durante el litigio penal no realizó las labores pertinentes para proteger sus intereses a cabalidad.
En conclusión, solicita que se le amparen sus potestades fundamentales al debido proceso y a la igualdad porque no es justo que el Juzgado Penal Especializado de la ciudad lo condenara por un delito agravado cuando al otro infractor de la ley penal se le sentenció sin tener en cuenta esas circunstancias de agravación.
Respuesta del accionado

El señor Juez Penal del Circuito Especializado informó que allí se radicó la causa contra Cristian García Carvajal y Jader Yamid Vásquez Montes por los delitos de porte de armas de uso privativo de las fuerzas militares y porte ilegal de armas de fuego de defensa personal, dentro de la cual al celebrar la audiencia de individualización de pena y sentencia observó una inconsistencia en cuanto que cada uno de los acusados llevaba consigo un tipo de arma diferente, en virtud de lo cual decretó la ruptura de la unidad procesal para fallar el atinente a García Carvajal por llevar un arma de uso privativo de la fuerza pública, en tanto que remitió la actuación contra Vásquez Montes al Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, porque el porte de armas de fuego atribuido a él era de defensa personal.
Con fundamento en lo anterior le impuso la pena de 63 meses de prisión, teniendo en cuenta la agravante imputada por la utilización de medios motorizados conforme con el artículo 328 de la Ley 1142 de 2007 y precisa que no se le ha vulnerado derecho alguno al actor.

CONSIDERACIONES

Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del decreto 2591 de 1991 y primero del decreto 1382 de 2000. 

Problema jurídico planteado:

Los Magistrados deben examinar el grado de acierto del señor Juez Penal del Circuito Especializado de Pereira, con ocasión de la sentencia proferida contra el señor Cristian García Carvajal o Carvajal García, quien luego de haber admitido su responsabilidad mediante el allanamiento a cargos imputados, fue objeto de la condena por la cual ha ejercido esta acción Constitucional.

SOLUCION:

Como atrás se indicó, se trató de una actuación penal originada con fundamento en una captura en situación de flagrancia, ante lo cual el aprehendido García Carvajal o Carvajal García, aceptó los cargos por el punible de porte ilegal de armas de uso privativo de las fuerzas armadas, y luego de cerciorarse el juez de conocimiento que ese allanamiento se dio por el acusado en forma libre, voluntaria, consciente y debidamente informado de las consecuencias jurídicas y la renuncia a un debate público oral y concentrado, realizó la audiencia de individualización de pena y lectura de la sentencia, con ocasión de la cual le fue irrogada la condena antes señalada.
El petitum tutelar concentra su discusión en torno al quantum punitivo que le fue dosificado al aquí accionante, con ocasión del fallo que devino como consecuencia de su aceptación unilateral del cargo por el atentado contra la seguridad pública. En efecto, puso de presente que él fue capturado junto con Jader Yamid Velásquez Montes y que éste fue condenado a 4 años por los mismos hechos, en tanto que a él se le impuso 5 años, 3 meses y 18 días de prisión.
Sobre esta base reclama  vulneración al derecho a la igualdad, porque asegura que no es posible que en iguales circunstancias a él se le imponga una mayor sanción con aplicación de una agravante que no le fue deducida a su compañero de andanzas.
Según lo informa la copia del fallo aportado, los hechos materia del proceso penal a que se refiere el tutelante tuvieron su génesis el 26 de diciembre de 2009 en el barrio Las Violetas del municipio de Dosquebradas cuando una patrulla de la Policía Nacional interceptó el taxi en el que se movilizaban los señores Cristian García Carvajal y Jader Yamid Velásquez Montes, a quienes se les halló una pistola marca Pietro Beretta calibre 9 milímetros y una pistola marca Star calibre 7.65 respectivamente.

Con ocasión de la aceptación de cargos por parte del accionante por el delito de fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo de las fuerzas armadas, el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado procedió a escindir la unidad procesal y a dictar sentencia anticipada respecto de Cristian García Carvajal, quien entre otras cosas, en el memorial de la tutela se hace pasar como Cristian Carvajal García.

Para discernir el cuestionamiento es necesario tener en cuenta que la sentencia que profirió el señor Juez Penal del Circuito Especializado, dejó claro el motivo de la diferencia que se presentó entre una y otra acusación, así:
“Al revisar la actuación, el despacho consideró que tratándose de un porte de arma de fuego, la responsabilidad era de carácter individual y por ende cada uno debía responder por el arma que llevaba, y no los dos a título de coautores, razón esta que llevó a que se determinara quién portaba cada una de las armas incautadas, frente a lo cual el señor Cristian García Carvajal manifestó ser el portador del arma de fuego que llevaba silenciador, lo que permitió determinar que es éste quien debe responder ante este despacho por el delito de porte de armas de fuego de uso privativo de las fuerza pública, y en consecuencia se dispuso la ruptura de la unidad procesal en orden a que por parte del juez penal del circuito de Dosquebradas se proceda a individualizar la pena respecto de la aceptación que el señor Jader Jamid Velásquez Montes hizo del porte de arma de fuego de defensa personal”.

Total claridad ofrece la motivación que expuso el señor Juez accionado para concluir que se trató de dos conductas diferentes y que por tal razón de allí se desprende que la consecuencia jurídica sea igualmente disímil, pues mayor pena tiene previsto el porte de armas de uso privativo de la fuerza pública que el de defensa personal. Ahora, la circunstancia de agravación se dedujo en virtud a que el señor García Carvajal era quien conducía el taxi en que se movilizaban –destinado presuntamente para su trabajo– y por tal razón no le era dable al señor Juez desconocerla, toda vez que la misma se encuentra señalada de manera taxativa en el artículo 38 de la Ley 1142 de 2007.
Se concluye entonces que no puede atenderse el reclamo acerca de la desigualdad de tratamiento porque pese a una captura conjunta, la situación individual de cada uno fue diferente, ya que las armas portadas eran de diferentes especificaciones y el Código Penal prevé para cada evento penalidades diversas, todo lo cual se vio reflejado en las sanciones aflictivas de la libertad irrogadas en forma individual.

Insistir en ese reclamo se tornaría en una tozuda postura que sólo conduce al desgaste de la administración de justicia, porque además, si a su compañero le fue o no deducida la circunstancia de mayor punibilidad que en su caso sí le tuvo en cuenta el operador judicial, ello se debe a la autonomía e independencia de cada juzgador en sus decisiones y en efecto ella fue producto de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se desarrolló la comisión del hecho, no siendo de recibo aquella disculpa, porque como ya quedó plasmado, las responsabilidades en el hecho fueron tomadas individualmente dada la naturaleza de cada delito.
Zanjado lo anterior, debe insistir la Colegiatura en que la acción de tutela no es el medio apto ni expedito para desvirtuar los fallos que gozan de la doble presunción de legalidad y acierto y además, no es posible inmiscuirse el juez constitucional en la órbita de autonomía de independencia del juzgador ordinario, para pretender desnaturalizar sus decisiones.
Tampoco puede atenderse la inane excusa de que el defensor interpuso un recurso de apelación que no fue atendido por el juez, dado que estos actos concentrados en una audiencia se desarrollan de manera pública y todas las manifestaciones que las partes hagan quedan grabadas en medio magnético y de haber ocurrido ello, seguramente que se hubiera otorgado el recurso, pero la verdad es que el acta no da noticia de dicha situación y por el contrario, se dejó expresamente consignado que las partes no interpusieron impugnación por lo que se declaró ejecutoriado el fallo, e inclusive allí estuvo presente el accionante, quien guardó silencio.
En conclusión, se declarará improcedente el amparo deprecado, porque no se aprecia que el juez accionado hubiese desconocido ninguno de los derechos del procesado.

DECISIÓN
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Declarar improcedente el amparo de tutela deprecado por el ciudadano Cristian García Carvajal o Carvajal García.
Segundo: Notificar la decisión a las partes por el medio más expedito y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, en el evento de no ser impugnada.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
        JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado
 


        Secretario

� Radicación 2010-00002, Sentencia de 16 de febrero de 2010, acusado Cristian Carvajal García.
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